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Providencia:
Sentencia  – 1ª instancia - 18 de julio de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Declara hecho superado

Radicación Nro. :
66001 22 04 003 2017 00149 00
Accionante: 
JAVIER IDÁRRAGA CASTAÑO
Accionado:
JUZGADO 4° DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA

Magistrado Ponente: 
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. De conformidad con la respuesta allegada por el juez accionado, la Sala observa que mediante proveído del 10 de julio de 2017 ese despacho resolvió: “Primero: rebajar el monto de la caución prendaria exigida a JAVIER IDÁRRAGA CASTAÑO, que le fue exigida para materializar la libertad condicional, la cual queda en dos (2) salarios mínimos legal vigente (sic). SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, una vez demostrado el pago de la caución, deberá el sentenciado suscribir inmediatamente la diligencia de compromiso conforme a lo dispuesto en el artículo 65 del código Penal”. De acuerdo a lo anterior, esta instancia en sede de tutela no está llamada a emitir orden alguna en aras de proteger los derechos fundamentales del actor, por carencia actual de objeto, tal como lo se ha dispuesto en el artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, (…).Así las cosas, este Tribunal reitera que no es necesario pronunciarse de fondo con respecto a lo pedido por el 
accionante, ya que el motivo que lo llevó a instaurar la presente demanda fue superado en términos tales que la pretensión de amparo queda a salvo, desapareciendo entonces la vulneración o amenaza de derechos fundamentales invocado.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Pereira, dieciocho (18) de julio de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.0703
Hora: 3:55 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por el señor Javier Idárraga Castaño  en contra del Juzgado 4o de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira por considerar vulnerados sus derechos fundamentales al acceso a la administración de justicia, debido proceso y la libertad.
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

2.1. Informó el señor Javier Idárraga Castaño  que el 27 de abril del presente año, el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad le concedió la libertad condicional por haber descontado las 3/5 partes de la pena y cumplir los demás requisitos legales para su concesión dentro del proceso radicado al No.2016-32794, pero para poder disfrutar de dicho beneficio, le impuso una caución por 10 salarios mínimos legales mensuales equivalentes a la suma de $7.377.170.

Por lo anterior, el accionante a través de su hermano, señor Hernán Idárraga Castaño allegó las pruebas al juzgado accionado con el fin de demostrar su incapacidad económica para cancelar el monto antes aludido y con el fin de que le fuera rebaja dicho valor.

Señaló que el 5 de junio pasado, el defensor Marino López Vélez presentó un memorial solicitando rebaja o exoneración de la caución y así mismo, se pronunciara con respecto a su primera petición.  Solicitudes que fueron reiteradas por dicho abogada el 21 de junio de 2017,

Indicó que el J4EPMS había oficiado a varias entidades para que informaran sobre posibles bienes o establecimientos comerciales a su nombre según se desprende del estado del proceso en la página web de la Rama Judicial.
Consideró el accionante que no ha podido gozar de la libertad condicional por “el delito de ser pobre” y el juzgado no ha decidido al respecto, pese a que demostró su incapacidad económica cuando le asignaron un abogado de la Defensoría del Pueblo y por tal razón, es que solicita la exoneración de la caución o la rebaja de la misma.

Consideró que la suma indicada por el juez accionado es excesiva, máxime cuando la Ley 1709 de 2014 fue expedida con el ánimo de descongestionar las cárceles y por lo tanto, el pago de una multa  no puede ser obstáculo para la concesión de subrogados, lo que por analogía debe aplicarse a las cauciones.  

Adujo que si bien es cierto pudo haber hecho uso de los recursos frente a la decisión que impuso la caución, también lo es que dicho trámite tardaría mucho y su derecho resultaría burlado por el paso del tiempo.

En el acápite de pretensiones, solicitó que se tutelen sus derechos fundamentales y se ordene al Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira que le sustituya la caución prendaria por una juratoria o se le rebaje a 3 SMLMV para poder disfrutar de su beneficio de libertad condicional (Fls. 1-3).

2.2. Mediante auto del  5 de julio de 2017, se avocó el conocimiento de la presente acción y  se ordenó correr traslado de la misma al despacho demandado (folio 6).

3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA

3.1 JUZGADO 4o DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA

Su titular informó que el accionante resultó condenado por el delito tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, toda vez que fue sorprendido al intentar sacar del país un poco más de tres kilos de cocaína, a quien se le impuso una condena de 64 meses de prisión y multa por 667 salarios mínimos mensuales legales vigentes.

Mediante auto interlocutorio No.0843 de abril 27 de 2017 se le concedió libertad condicional, para lo cual debería, de conformidad con lo normado por el artículo 64 del Código Penal, suscribir diligencia de compromiso bajo caución, la cual, en atención a la gravedad de la conducta, se fijó en diez (10) salarios mínimos mensuales legales vigentes. Tal decisión se notificó de manera personal al interno en abril 27 último, quien no interpuso recurso alguno contra tal determinación.

Posteriormente en mayo 2 y 8 respectivamente, el abogado defensor y el interno solicitaron la rebaja de la caución impuesta, para lo cual afirmaron que el aquí condenado no cuenta con el dinero suficiente para cancelar el valor exigido, lo que motivó la expedición de auto de sustanciación 625 de mayo 9 de 2017, mediante el cual se ordenó la expedición de oficios a diferentes entidades que certifiquen la alegada insolvencia económica del condenado, a fin de resolver de fondo la petición.

En junio 5 y 21 siguientes, el abogado defensor del señor Idárraga Castaño  solicitó efectuar pronunciamiento de fondo respecto de la pretensión de exoneración de caución prendaria, la cual no había sido resuelta a la fecha a la espera de la totalidad de las respuestas solicitadas a diferentes entidades, a fin de corroborar la alegada insolvencia económica de su prohijado.

Expuso que para la concesión del beneficio de libertad condicional, consagrada en el artículo 64 del Código Penal se debe tener en cuenta, previa valoración de la conducta punible, haber descontado las 3/5 partes de la pena impuesta, la valoración de la conducta durante el tratamiento penitenciario, y demostrar la existencia de arraigo, elementos que fueron analizados y por lo tanto, al momento de conceder la libertad condicional al señor Idárraga Castaño,  como uno de los componentes es la valoración de la conducta punible, pues acompaña al reo en todo su proceso de resocialización, se advirtió la necesidad de que el condenado garantizara el cumplimiento de las obligaciones a imponer mediante caución prendaria, conforme las exigencias de la normativa 65 del código de las penas. Sin embargo, el accionante guardó silencio respecto de la exigencia dinerada que efectuó el juzgado con el auto interlocutorio 0843 de abril 27 de 2017, toda vez que no interpuso ningún recurso y por lo tanto, la decisión cobró firmeza.

Contrario a lo afirmado por el actor en el sentido de dar por descontado que al interponer los recursos de ley, estos terminarían siendo ineficaces, considera que la práctica judicial enseña que las decisiones judiciales atinentes a la libertad de las personas tienen prioridad, por lo que la decisión del accionante de no interponer los recursos que legalmente proceden contra una providencia judicial, no es una carga que deba soportar el despacho y que por ende, pueda ser capitalizada como atentatoria contra sus derechos fundamentales.

Estimó no acertada la posición del accionante en cuanto que la similitud entre las características de la multa y la caución, toda vez que son totalmente opuestas, pues mientras la primera acompaña a la pena principal desde el instante que el juzgado fallador profiere la sentencia de condena, la segunda sólo existe por y para garantizar el cumplimiento de las obligaciones que el condenado debe cumplir, una vez recobre su libertad.

Consideró que el accionante no se encuentra privado de la libertad por "el delito de ser pobre", sino por no contar con la suma que en criterio del despacho debe consignar como garantía del cumplimiento de las obligaciones que debe cumplir, durante el período que le falta para purgar la totalidad de la pena impuesta. Debe recordar el accionante que la libertad ordenada por el juzgado no lo es por pena cumplida, sino que es de carácter condicional, es decir, que si durante el período de prueba impuesto cumple cabalmente con las obligaciones que precisamente garantizará bajo la caución exigida, al final del mismo se declarará la liberación definitiva de la pena.

Manifestó que no puede decirse válidamente que el despacho de manera caprichosa le haya impuesto una caución alta para evitar que recobre su libertad, pues el valor exigido deviene del estudio de la conducta por la cual resultó condenado, tal como lo ordena la normativa citada con antelación, pues al intentar sacar del país más de 3 kilos de cocaína con el alto valor que tal sustancia tiene, se afectó de manera significativa el bien jurídico tutelado de la salud pública.  Así mismo, debe decirse que la exigencia dinerada efectuada al señor IDÁRRAGA CASTAÑO no es la única que este juzgado ha efectuado en esa cuantía, ya que incluso han existido algunas superiores a ésta, las cuales se imponen a consecuencia del estudio de la conducta por la cual resultan condenadas las personas en las actuaciones que vigila este juzgado, pero que en todos los casos en que se ha solicitado la rebaja, se ha accedido imponiéndose una que pueda ser cancelada por los afectados. También se han presentado eventos en los cuales a pesar de la imposición de una suma alta, ésta es cancelada, suma que se recupera por el condenado al momento que se declara la liberación definitiva de la pena impuesta.

No obstante lo anterior y al estimar que le asiste razón al actor en el sentido que el tiempo transcurrido desde que se solicitó la información a las autoridades es más que suficiente y para no dilatar más su libertad condicional, mediante auto interlocutorio No.1328 del 10 de julio del presente año, se accedió a la rebaja solicitada por el condenado.  Por lo tanto, consideró que ha configurado un hecho superado, por lo que el motivo de protección constitucional ya ha sido concedido judicialmente (Fl. 10 y 11 frente y vuelto).
Adjuntó copia de la providencia del 10 de julio de 2017 (Fl. 12 frente y vuelto).
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.2. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1o del Decreto 1382 de 2000.
4.3 PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO

4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si los despachos demandado y vinculado vulneraron derechos fundamentales al señor Javier Gutiérrez García, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo o si en este asunto en particular, se configura un hecho superado.
4.4. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.5. El Decreto 2591 de 1991 en su artículo 5o establece cuando procede la tutela, así: “ARTICULO 5°-Procedencia de la acción de tutela. La acción de tutela procede contra toda acción u omisión de las autoridades públicas, que haya violado, viole o amenace violar cualquiera de los derechos de que trata el artículo 2o de esta ley.  También procede contra acciones u omisiones de particulares, de conformidad con lo establecido en el Capítulo III de este decreto. La procedencia de la tutela en ningún caso está sujeta a que la acción de la autoridad o del particular se haya manifestado en un acto jurídico escrito".

4.6. A su turno el artículo 6o del decreto 2591 de 1991 numeral primero dispone que la acción de tutela no procederá “cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante".  En aplicación de esta norma, la Corte Constitucional1 ha sostenido que la tutela tiene un carácter subsidiario y que solamente procederá cuando no existen otros medios de defensa judicial a través de los cuales se pueda solicitar la protección de los derechos fundamentales que se consideran vulnerados, o cuando el medio judicial alternativo es claramente ineficaz para la defensa de esos derechos.  En el último caso se ha expresado que la tutela procederá, ordinariamente como mecanismo transitorio, con el fin de evitar un perjuicio irremediable.
4.7.  En el caso sub examine, había solicitado el señor Javier Idárraga Castaño  la intervención del juez constitucional con el fin de que se ordenara al Juez 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad que resolviera su petición tendiente a sustituir la caución prendaria por juratoria o rebajar el monto de la misma a 3 SMLMV con el fin de disfrutar del beneficio de la libertad condicional que le fue otorgada desde hace dos meses por ese mismo despacho, toda vez que el accionante adujo no contar con los recursos económicos para asumir el pago de dicha garantía. 
4.8. De conformidad con la respuesta allegada por el juez accionado, la Sala observa que mediante proveído del 10 de julio de 2017 ese despacho resolvió: “Primero: rebajar el monto de la caución prendaria exigida a JAVIER IDÁRRAGA CASTAÑO, que le fue exigida para materializar la libertad condicional, la cual queda en dos (2) salarios mínimos legal vigente (sic).
SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, una vez demostrado el pago de la caución, deberá el sentenciado suscribir inmediatamente la diligencia de compromiso conforme a lo dispuesto en el artículo 65 del código Penal”

4.9.  De acuerdo a lo anterior, esta instancia en sede de tutela no está llamada a emitir orden alguna en aras de proteger los derechos fundamentales del actor, por carencia actual de objeto, tal como lo se ha dispuesto en el artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, que reza:  “Artículo 26. Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución, administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y de costas, si fueren procedentes....”  
4.10. Con respecto a la figura del hecho superado, la Corte Constitucional en sentencia T-358 de 2014 reiteró lo siguiente:  

“La naturaleza de la acción de tutela estriba en garantizar la protección inmediata de los derechos fundamentales. Entonces, cuando cesa la amenaza a los derechos fundamentales de quien invoca su protección, ya sea porque la situación que propiciaba dicha amenaza desapareció o fue superada, esta Corporación ha considerado que la acción de tutela pierde su razón de ser como mecanismo de protección judicial, en la medida en que cualquier decisión que el juez de tutela pueda adoptar frente al caso concreto carecerá de fundamento fáctico. En este sentir,  el juez de tutela queda imposibilitado para emitir orden alguna de protección del derecho fundamental invocado, de suerte que la Corte ha entendido que una decisión judicial bajo estas condiciones resulta inocua y contraria al objetivo constitucionalmente previsto para la acción de tutela[2]. 
 
(…)  El fenómeno de la carencia actual de objeto tiene como característica esencial que la orden del juez de tutela relativa a lo solicitado en la demanda de amparo no surtiría ningún efecto, esto es, caería en el vacío[4]. Lo anterior se presenta, generalmente, a partir de dos eventos: el hecho superado o el daño consumado.

 

2.3.3.  Por un lado, la carencia actual de objeto por hecho superado se da cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo, razón por la cual cualquier orden judicial en tal sentido se torna innecesaria. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. 

 
Respecto a la carencia actual de objeto por hecho superado, la Corte ha indicado que el propósito de la acción de tutela se limita a la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales, cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley.   El hecho superado se presenta cuando, por la acción u omisión (según sea el requerimiento del actor en la tutela) del obligado, se supera la afectación de tal manera que “carece” de objeto el pronunciamiento del juez. ”[7]. 
4.10.1. En este sentido, la Corte Constitucional en la Sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que:

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío’.

De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto v. de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes [...]” (Subrayas nuestras)
Así las cosas, este Tribunal reitera que no es necesario pronunciarse de fondo con respecto a lo pedido por el 
accionante, ya que el motivo que lo llevó a instaurar la presente demanda fue superado en términos tales que la pretensión de amparo queda a salvo, desapareciendo entonces la vulneración o amenaza de derechos fundamentales invocado.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución.  

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR la existencia de un hecho superado dentro de la acción de tutela presentada por el señor Javier Idárraga Castaño  en contra del Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira. 
SEGUNDO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
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